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SANTIAGO, 
 

 
 

Pase a la Municipalidad de Ñuñoa copia 
de la presentación formulada por don Julio Martínez Colina, a fin de que, en 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° de la ley N° 10.336, se sirva informar 
a este Organismo al tenor de lo expuesto por el recurrente en el plazo de 10 días 
hábiles administrativos, contados desde la total tramitación del presente oficio.  

 
Dicho informe deberá ser preparado con 

intervención de la Asesoría Jurídica o abogado de esa entidad, a menos que el 
asunto planteado sea ajeno a la aplicación o interpretación de normas jurídicas o 
reglamentarias o que ese organismo no cuente con ese profesional. Además, deben 
remitirse todos los antecedentes necesarios para resolver adecuadamente 
la presentación de que se trata.  

Finalmente, se hace presente que la 
información precedentemente requerida, se deberá ingresar en la plataforma 
ventanilla única disponible en el banner “Mis trámites CGR”. 

 
Saluda atentamente a Ud., 
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DE:   Sr. Julio Martínez Colina 

  Concejal 

Ilustre Municipalidad De Ñuñoa 

 

PARA:  Sr. Jorge Bermúdez Soto 

  Contralor General 

  Contraloría General de la República de Chile 

 

 

EN LO PRINCIPAL: SOLICITA INVESTIGACIÓN ESPECIAL ADMINISTRATIVA EN 

“CONTRATACIÓN DIRECTA” DE I. MUNICIPALIDAD DE ÑUÑOA A LA 

CORPORACIÓN FISCALÍA DEL MEDIO AMBIENTE (FIMA); EN EL PRIMER 

OTROSÍ: ACOMPAÑA DOCUMENTOS; EN EL SEGUNDO OTROSÍ: SOLICITUD 

QUE INDICA. 

 

SR. CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA 

 

JULIO MARTÍNEZ COLINA, Concejal de la I. Municipalidad de Ñuñoa, cédula 

nacional de identidad número 7.257.719-1, domiciliado para estos efectos en Manuel de 

Salas 114, comuna de Ñuñoa, Región Metropolitana, al Sr. Contralor General de la República 

respetuosamente digo: 

Que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 98 de la Constitución Política de la 

República, y en los artículos 1.° y siguientes de la Ley N° 10.336  sobre Organización y 

Atribuciones de la Contraloría General de la República y artículos 20 y 32 de la Resolución 

ORD. N°: 1-2023 

MAT.- Solicita investigación especial 

administrativa en procesos de “contratación 

directa” de I. Municipalidad de Ñuñoa a la 

Corporación Fiscalía del Medio Ambiente 

(FIMA) 

ANT.-  1) Decreto Alcaldicio N° 1.679 de 

fecha 24 de noviembre de 2021 de la I. 

Municipalidad de Ñuñoa. 

2) Decreto Alcaldicio N° 1.743 de 

fecha 3 de diciembre de 2021 de la I. 

Municipalidad de Ñuñoa. 

 3) Decreto Alcaldicio N° 2.045 de 

fecha 28 de diciembre de 2022 de la I. 

Municipalidad de Ñuñoa. 

ÑUÑOA, 11 de enero de 2023. 

 

 

 



N° 20, de 3 de marzo de 2015, de la Contraloría General de la República, que fija Normas 

que regulan las Auditorías efectuadas por la Contraloría General de la República, vengo en 

solicitar a US., con el mérito de las consideraciones que se exponen, tenga a bien iniciar una 

investigación especial con el objeto de sancionar las infracciones, irregularidades, 

deficiencias y vacíos detectadas en el proceso de “contratación directa” hecho por la I. 

MUNICIPALIDAD DE ÑUÑOA a la CORPORACIÓN FISCALÍA DEL MEDIO 

AMBIENTE (FIMA), lo que genera un perjuicio patrimonial para el Fisco de Chile, 

anulando dichas contrataciones ilegales.   

Fundo esta solicitud en las siguientes consideraciones de hecho y de derecho: 

 

§ 1. LOS HECHOS 

Con fecha 24 de noviembre de 2021, la Municipalidad de Ñuñoa emitió el Decreto 

Alcaldicio Nº 1679, mediante el cual autorizó la contratación, bajo la modalidad de “trato 

directo” del servicio especializado de “Asesoría Jurídica Especializada en materia 

Medioambiental para representar judicialmente a la Municipalidad de Ñuñoa ante el 

Tribunal Ambiental y la Corte Suprema, en razón a la impugnación de la Resolución de 

Calificación Ambiental (RCA) del Proyecto Centro Comercial Mall Vivo Santiago Etapa II”. 

Posteriormente, con fecha 3 de diciembre de 2021, la Municipalidad de Ñuñoa, 

emitió el Decreto Alcaldicio Nº 1743, mediante el cual la alcaldesa Emilia Ríos Saavedra 

aprobó el “Contrato de Asesoría Jurídica Especializada en materia medioambiental”, de 2 

de diciembre del mismo año, bajo la modalidad de “contratación directa”, Licitación ID 

5482-32-CT21. 

En ambas contrataciones no concurrían los requisitos legales, y se constataron las 

irregularidades que se pasan a denunciar, que constituyen una grave infracción a los 

principios de probidad, buena fe, transparencia y estricta sujeción a las bases, que implican 

un perjuicio para el patrimonio fiscal de cuantía indeterminada. 

 Entre estas ilegalidades se puede mencionar que en dichas “contrataciones 

directas” se citaron como fundamento jurídico de la contratación el artículo 107 del 

Reglamento de Contratación Pública, que se refiere a “Contratación de Servicios Personales 

Especializados”. 

Sin embargo y como bien ha expresado la Contraloría General en reiteradas 

ocasiones, el artículo en comento se refiere a la contratación de servicios personales y 

“personas” siempre entendidas en su calidad de personal naturales y no quienes detenten 

la calidad de “persona jurídica”, como es el caso de la “Corporación Fiscalía del Medio 

Ambiente” (FIMA) quien, claramente, no puede ser contratada bajo esa modalidad. 



Con lo anterior, con fecha 28 de diciembre de 2022, la alcaldesa Emilia Ríos Saavedra 

de la I. Municipalidad de Ñuñoa, emitió el Decreto Alcaldicio Nº 2045, mediante el cual 

nuevamente aprobó otro contrato mediante “contratación directa”, sin que se cumplieran 

los requisitos legales, denominado “Contrato de Asesoría Jurídica Especializada en 

materia medioambiental para representar administrativa y judicialmente a la 

Municipalidad de Ñuñoa ante el Servicio de Evaluación Ambiental, el Tribunal 

Ambiental y Corte de Apelaciones y/o Suprema, en las gestiones que sean necesarias para 

invalidar la Resolución que califica favorablemente el proyecto Egaña Comunidad 

Sustentable”.  

También, se citó como fundamento jurídico de la contratación el artículo 107 del 

Reglamento de Contratación Pública, que se refiere a “servicios personales”, y bajo esta 

norma no se pueden contratar servicios de “personas jurídicas”. 

En este decreto, se advierte una nueva irregularidad que es que en su letra n) señala 

que la “disponibilidad presupuestaria de 21 de diciembre de 2022 de la Secretaría Comunal 

de Planificación, indicando que se incluirá disponibilidad presupuestaria en la Propuesta 

de Proyecto de Presupuesto 2023 el item 22.11.999.001.002, “Otros”. Esto significa que al 

momento de la licitación la I. Municipalidad de Ñuñoa no contaba con disponibilidad 

presupuestaria para la convocatoria a la licitación pública como para el pago de la 

“contratación directa”. 

Estos hechos violan de manera grave y reiterada la Ley Nº 19.886 sobre Contratación 

Pública, su reglamento y las normas de ejecución presupuestaria contenidas en la Ley Nº 

18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades y Decreto Ley Nº 1.286 Orgánico de 

Administración Financiera del Estado, al emitir decretos de “contratación directa” sin que 

se cumplan los requisitos legales para ello, y sin contar con autorización presupuestaria para 

aprobar y ejecutar el gasto. 

 

§ 2.º EL DERECHO 

El artículo 98 de la Constitución Política de la República; y los artículos 1 y siguientes 

de la Ley N° 10.336 sobre Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la 

República, entregan al Órgano Contralor el ejercicio del control de la legalidad de los actos 

de la Administración, fiscalizar el ingreso y la inversión de los fondos del Fisco, de las 

municipalidades y de los demás organismos y servicios que determinen las leyes; examinar 

y juzgar las cuentas de las personas que tengan a su cargo bienes de esas entidades; llevar 

la contabilidad general de la Nación, y desempeñar las demás funciones que le encomiende 

la ley orgánica constitucional respectiva. 

El ejercicio de las facultades fiscalizadoras y de control de la Contraloría se efectúa, 

entre otros instrumentos, a través de auditorías e investigaciones especiales, como establece 



la Resolución n.º 20, de 2015, que fija “Normas que regulan las Auditorías efectuadas por 

la Contraloría General de la República”. En particular, el artículo 20 de la resolución en 

comento dispone que:   

“La investigación es un procedimiento de indagación que se llevará a cabo en 

aquellos casos en que los montos, las autoridades, las personas o el ámbito geográfico 

involucrados en los hechos o en las situaciones o la naturaleza de estos, produzcan impacto 

en la ciudadanía”.  

Por su parte, el artículo 32 de la resolución citada prescribe que cualquier persona 

puede efectuar denuncias al Órgano Contralor:  

“Las organizaciones de la sociedad civil, así como cualquier persona o entidad, 

podrán colaborar con la función de control externo mediante denuncias o sugerencias de 

fiscalización que aporten información, datos u otros antecedentes que den cuenta de las 

irregularidades o falencias de control que adviertan en las actuaciones de los auditados”. 

  En ese contexto, vengo en denunciar las siguientes ilegalidades, infracciones, 

irregularidades y falencias de control en la “contratación directa” hecho por la I. 

Municipalidad de Ñuñoa a la Corporación Fiscalía del Medio Ambiente (FIMA): 

 

§ 2.1.- INFRACCIÓN A LAS NORMALES LEGALES Y PRINCIPIOS QUE 

REGULAN EL PROCESO DE “CONTRATACIÓN DIRECTA” Y DISPONIBILIDAD 

PRESUPUESTARIA 

En primer lugar, los procesos de licitación en comento infringieron las normas 

legales y principios que regulan el proceso de “licitación pública” y “contratación directa”.  

Jurídicamente, según la letra a) del Artículo 7º de la Ley N° 19.886 sobre Contratación 

Pública, licitación o propuesta pública es “el procedimiento administrativo de carácter 

concursal mediante el cual la Administración realiza un llamado público, convocando a los 

interesados para que, sujetándose a las bases fijadas, formulen propuestas, de entre las 

cuales seleccionará y aceptará la más conveniente”. 

La licitación pública debe sujetarse en todas sus etapas al principio de legalidad que, 

en materia administrativa, es reconocido en los artículos 6º y 7º de la Constitución Política 

de la República, y en el artículo 2.º de la Ley Nº 18.575 sobre Bases Generales de la 

Administración del Estado, que dispone: 

"Los órganos de la Administración del Estado someterán su acción a la 

Constitución y a las leyes. Deberán actuar dentro de su competencia y no tendrán más 

atribuciones que las que expresamente les haya conferido el ordenamiento jurídico. Todo 



abuso o exceso en el ejercicio de sus potestades dará lugar a las acciones y recursos 

correspondientes". 

En consecuencia, toda “licitación pública”, en cuanto expresión de la voluntad de 

un órgano estatal, en este caso, una persona jurídica de derecho público, como la I. 

Municipalidad de Ñuñoa, está sujeta al principio de legalidad y, en cuanto tal, las 

respectivas “licitaciones” y “contrataciones directas” deben respetar irrestrictamente dicho 

principio. 

Además, se debe tener presente que el artículo 9° de la Ley N° 18.575 Orgánica 

Constitucional de la Administración del Estado señala que:  

“Los contratos administrativos se celebrarán previa propuesta pública, en 

conformidad a la ley. El procedimiento concursal se regirá por los principios de libre 

concurrencia de los oferentes al llamado administrativo y de igualdad ante las bases que 

rigen el contrato”.  

En el mismo sentido, la Contraloría General de la República en el Dictamen N° 

46.981/80, ha dicho que: 

“El sistema de propuesta o licitación pública es un procedimiento que conforme a 

las reglas generales que gobiernan la materia y a lo reiterado por la jurisprudencia 

administrativa, involucra la observancia de los siguientes requisitos: 

a) Dar conocimiento a los interesados de las bases y demás documentos que rigen la 

licitación; 

b) Sujeción estricta a las bases de la propuesta; 

c) Igualdad de los oferentes; y 

d) Adjudicación pura y simple de la oferta”. 

Cuando no es posible convocar a una “licitación pública”, la Ley N° 19.886 sobre 

Contratación Pública y su reglamento, establecen excepciones que permiten eximirse de 

convocar a una licitación pública y contratar bajo otras modalidades, como la “contratación 

directa”, bajos los requisitos y condiciones que establece dicha preceptiva. Precisamente, 

una de las formas de “contratación directa” autorizadas por la ley y el reglamento es la 

“Contratación de Servicios Personales Especializados”. 

La “contratación directa” en el caso del artículo 107 del Reglamento de Contratación 

Pública, se refiere a “Contratación de Servicios Personales Especializados”, que según el 

artículo 105 número 2) son: 

“Aquéllos para cuya realización se requiere una preparación especial, en una determinada 

ciencia, arte o actividad, de manera que quien los provea o preste, sea experto, tenga conocimientos, o 



habilidades muy específicas. Generalmente, son intensivos en desarrollo intelectual, inherente a las 

personas que prestarán los servicios, siendo particularmente importante la comprobada 

competencia técnica para la ejecución exitosa del servicio requerido. Es el caso de 

anteproyectos de Arquitectura o Urbanismo y proyectos de Arquitectura o Urbanismo que consideren 

especialidades, proyectos de arte o diseño; proyectos tecnológicos o de comunicaciones sin oferta 

estándar en el mercado; asesorías en estrategia organizacional o comunicacional; asesorías 

especializadas en ciencias naturales o sociales; asistencia jurídica especializada y la capacitación con 

especialidades únicas en el mercado, entre otros”. 

En consecuencia, este artículo se refiere a “contratación de servicios personales” y 

“personas”, razón por la cual una “Corporación” como la “Corporación Fiscalía del Medio 

Ambiente” (FIMA) no puede ser contratada bajo esa modalidad, por lo que la Alcaldesa Sra. 

Emilia Ríos Saavedra de la I. Municipalidad de Ñuñoa infringió los principios de legalidad, 

probidad, buena fe y transparencia. El aparentar que la “Corporación Fiscalía del Medio 

Ambiente” (FIMA) es una persona natural, en los términos que exige la ley, es claramente 

un fraude a la ley, que no sólo perjudica los intereses del Fisco de Chile, sino de otros 

oferentes que, cumpliendo los requisitos legales de ser “persona natural experto”, fueron 

excluidos se la convocatoria a la licitación y la “contratación directa”. 

Con lo anterior hago presente al Sr. Contralor General que, además, se infringió el 

artículo 3 del Reglamento de Contratación Pública que dispone que: 

“Las Entidades deberán contar con las autorizaciones presupuestarias que sean 

pertinentes, previamente a la resolución de adjudicación del contrato definitivo en 

conformidad a la Ley de Compras y al Reglamento”. 

En el caso del Decreto Nº 2045, de 28 de diciembre de 2022, la alcaldesa Emilia Ríos 

Saavedra de la I. Municipalidad de Ñuñoa, nuevamente aprobó otro contrato mediante 

“contratación directa” a la Corporación Fiscalía del Medio Ambiente (FIMA), sin que se 

cumplieran los requisitos legales, denominado “Contrato de Asesoría Jurídica 

Especializada en materia medioambiental para representar administrativa y 

judicialmente a la Municipalidad de Ñuñoa ante el Servicio de Evaluación Ambiental, el 

Tribunal Ambiental y Corte de Apelaciones y/o Suprema, en las gestiones que sean 

necesarias para invalidar la Resolución que califica favorablemente el proyecto Egaña 

Comunidad Sustentable”. También, se citó como fundamento jurídico de la contratación el 

artículo 107 del Reglamento de Contratación Pública, que se refiere a “servicios personales”, 

y bajo esta norma no se pueden contratar servicios de “personas jurídicas”. 

Sin embargo, en este decreto se advierte una nueva irregularidad que es que en su 

letra n) señala que la “disponibilidad presupuestaria de 21 de diciembre de 2022 de la 

Secretaría Comunal de Planificación, indicando que se incluirá disponibilidad 

presupuestaria en la Propuesta de Proyecto de Presupuesto 2023 el item 22.11.999.001.002, 



“Otros”. Esto significa que al momento de la licitación el año 2022 la I. Municipalidad de 

Ñuñoa no contaba con disponibilidad presupuestaria para el pago de la “contratación 

directa”. 

Un principio básico de la correcta administración del Estado de Chile es que todo 

gasto de la Administración Pública, dentro de la cual se encuentran las municipalidades, 

siempre debe estar autorizado y respaldado en el respectivo presupuesto, de manera tal que 

firmar decretos sin contar con autorización presupuestaria es una grave infracción a la Ley 

Nº 18.695 Orgánica Constitucional de Municipalidades, el Decreto Ley Nº 1.286 Orgánico 

de Administración Financiera del Estado y normas complementarias, es ilegal, ya que no se 

pueden emitir decretos de “contratación directa” sin que se cumplan los requisitos legales 

para ello, y sin contar con autorización presupuestaria para aprobar y ejecutar el gasto. 

§ 2.2.- GRAVE PERJUICIO AL INTERÉS Y PATRIMONIO FISCAL 

En segundo lugar, hago presente a US. que la “contratación directa” de la 

Corporación Fiscalía del Medio Ambiente (FIMA), hecha por la Alcaldesa Emilia Ríos 

Saavedra de la I. Municipalidad de Ñuñoa, mediante un fraude a la ley, causa un evidente 

perjuicio al interés y patrimonio fiscal que debe ser investigado y sancionado por el Órgano 

de Control, pues dicha decisión resulta arbitraria e ilegal. 

 Debe investigarse especialmente si se trata de hechos reiterados con la 

Corporación Fiscalía del Medio Ambiente (FIMA), ya que se han detectado a lo menos tres 

contrataciones ilegales e irregulares, como las denunciadas más arriba.  Y esta investigación 

debe hacerse extensiva a otros municipios que han contratado bajo esta modalidad, 

violando la ley y perjudicando el interés fiscal. 

§ 2.3.- INFRACCIÓN AL PRINCIPIO DE PROBIDAD ADMINISTRATIVA 

La Constitución Política de la República recoge el principio de probidad 

administrativa en su artículo 8, que consiste en observar una conducta funcionaria 

intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del 

interés general sobre el particular, como lo expresa el artículo 54 de la Ley 18.575. 

Este principio es desarrollado por el artículo 55 de la Ley 18.575 establece que: 

“El interés general exige el empleo de medios idóneos de diagnóstico, decisión y 

control, para concretar, dentro del orden jurídico, una gestión eficiente y eficaz. Se expresa 

en el recto y correcto ejercicio del poder público por parte de las autoridades 

administrativas; en lo razonable e imparcial de sus decisiones; en la rectitud de ejecución 

de las normas, planes, programas y acciones; en la integridad ética y profesional de la 

administración de los recursos públicos que se gestionan; en la expedición en el 

cumplimiento de sus funciones legales, y en el acceso ciudadano a la información 

administrativa, en conformidad a la ley.” 



La Contraloría General de la República ha dicho en el Dictamen 30.157/2005 que “el 

cargo público debe desempeñarse con la más estricta imparcialidad, otorgando a los 

usuarios, sin discriminaciones, las prestaciones que la ley pone a cargo del respectivo 

servicio”. 

La modificación introducida por el artículo 2.° de la Ley 19.653 introdujo un nuevo 

“Título III” a la Ley n.º 18.575, denominado “De la probidad administrativa”, que estableció 

nuevas regulaciones sobre esta materia. 

Estas disposiciones son aplicables y exigibles a todos los órganos de la 

Administración del Estado, incluyendo a la Alcaldesa de la I. Municipalidad de Ñuñoa, 

como lo establece el artículo 52 de la Ley n.º 18.575 sobre Bases Generales de la 

Administración del Estado al señalar que:  

“Las autoridades de la Administración del Estado, cualquiera que sea la 

denominación con que las designen la Constitución y las leyes, y los funcionarios de la 

Administración Pública, sean de planta o a contrata, deberán dar estricto cumplimiento al 

principio de la probidad administrativa”. 

Sobre la materia, se debe considerar que la Administración del Estado, según el 

artículo 1.º de la Ley n.º 18.575, “estará constituida por los Ministerios, las Intendencias, 

las Gobernaciones y los órganos y servicios públicos creados para el cumplimiento de la 

función administrativa…”. 

El artículo 52 de la ley en comento dispone que:  

“El principio de la probidad administrativa consiste en observar una conducta 

funcionaria intachable y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con 

preeminencia del interés general sobre el particular” y “Su inobservancia acarreará las 

responsabilidades y sanciones que determinen la Constitución, las leyes y el párrafo 4º de 

este Título, en su caso.”. 

 De esta manera, al no respetar las leyes que regulan la contratación pública, 

la Alcaldesa de Ñuñoa ha violado el “principio de probidad administrativa”. 

Por las consideraciones expresadas, solicito al Sr. Contralor tenga a bien iniciar una 

investigación especial con el objeto de sancionar las infracciones, irregularidades, 

deficiencias y vacíos detectadas en el proceso de “contratación directa” hecho por la I. 

Municipalidad de Ñuñoa a la Corporación Fiscalía del Medio Ambiente (FIMA), lo que 

genera un perjuicio patrimonial para el Fisco de Chile y afecta a la probidad administrativa. 

POR TANTO, por las consideraciones expuestas más arriba, y lo dispuesto en el 

artículo 98 de la Constitución Política de la República; los artículos 1ro y siguientes de la 

Ley N° 10.336 sobre Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, 

y demás normas legales pertinentes; 



RUEGO A US.: tenga a bien iniciar una investigación especial con el objeto de 

sancionar las infracciones, irregularidades, deficiencias y vacíos detectadas en el proceso 

de “contratación directa” hecho por la I. MUNICIPALIDAD DE ÑUÑOA a la 

CORPORACIÓN FISCALÍA DEL MEDIO AMBIENTE (FIMA), lo que genera un 

perjuicio patrimonial para el Fisco de Chile y así cautelar la correcta inversión de los 

fondos públicos y la defensa del interés fiscal, anulando dichas contrataciones ilegales. 

 

PRIMER OTROSÍ: Solicito al Sr. Contralor General de la República tener por 

acompañados copia de los siguientes documentos: 

1.-  Copia del Decreto Alcaldicio Nº 1679, de fecha 24 de noviembre de 2021, de la 

Municipalidad de Ñuñoa emitió el de 2021, mediante el cual autorizó la contratación, bajo 

la modalidad de “trato directo” del servicio especializado de “Asesoría Jurídica 

Especializada en materia Medioambiental para representar judicialmente a la 

Municipalidad de Ñuñoa ante el Tribunal Ambiental y la Corte Suprema, en razón a la 

impugnación de la Resolución de Calificación Ambiental (RCA) del Proyecto Centro 

Comercial Mall Vivo Santiago Etapa II”. 

2.- Copia del Decreto Alcaldicio Nº 1743, de fecha 3 de diciembre de 2021, de la 

Municipalidad de Ñuñoa, mediante el cual la alcaldesa Emilia Ríos Saavedra aprobó el 

“Contrato de Asesoría Jurídica Especializada en materia medioambiental”, de 2 de 

diciembre del mismo año, bajo la modalidad de “contratación directa”. 

3.- Copia del Decreto Alcaldicio Nº 2045, de 28 de diciembre de 2022,  de la I. 

Municipalidad de Ñuñoa, mediante el cual se aprobó “Contrato de Asesoría Jurídica 

Especializada en materia medioambiental para representar administrativa y judicialmente 

a la Municipalidad de Ñuñoa ante el Servicio de Evaluación Ambiental, el Tribunal 

Ambiental y Corte de Apelaciones y/o Suprema, en las gestiones que sean necesarias para 

invalidar la Resolución que califica favorablemente el proyecto Egaña Comunidad 

Sustentable”, mediante “contratación directa”. 

POR TANTO, 

RUEGO A US.: tener por acompañados los documentos singularizados. 

SEGUNDO OTROSÍ: Solicito al Sr. Contralor General de la República que, 

tratándose de hechos reiterados con la Corporación Fiscalía del Medio Ambiente (FIMA), 

ya que se han detectado a lo menos dos contrataciones ilegales e irregulares, como las 

denunciadas en lo principal, esta investigación se haga extensiva a otros municipios que han 

contratado bajo esta modalidad, violando la ley y perjudicando el interés fiscal. 

POR TANTO, 



RUEGO A US.: ampliar la investigación a otros municipios en los términos 

solicitados. 

 

 

 

 

Julio Martínez Colina 

Concejal 

Ilustre Municipalidad de Ñuñoa 
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